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1.	 Introducción

En el contexto jurídico contemporáneo, la mediación ha 
ganado relevancia como un mecanismo alternativo de solu-
ción de conflictos, promovido como una vía más rápida y 
menos confrontativa que el litigio tradicional. Este proceso 
permite a las partes en conflicto llegar a un acuerdo de ma-
nera voluntaria, evitando así el desgaste emocional y eco-
nómico que conlleva un juicio. Sin embargo, una vez que se 
alcanza un acuerdo en la mediación, surge una cuestión cru-
cial: ¿qué sucede con la validez y la ejecutabilidad de estos 
acuerdos? Es aquí donde entra en juego el concepto de cosa 
juzgada.

La cosa juzgada es un principio jurídico fundamental que 
otorga a una decisión judicial el carácter de definitiva e inmu-
table, impidiendo que sea revisada o modificada en el futuro 
por otros tribunales o en nuevos procesos relacionados con el 
mismo conflicto. Este principio busca asegurar la estabilidad 
y la certeza en las relaciones jurídicas, evitando la multiplici-
dad de juicios sobre un mismo asunto y promoviendo la segu-
ridad jurídica en el sistema de justicia.

En la Ciudad de México, la Ley de Justicia Alternativa del 
Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal estable-
ce que los acuerdos alcanzados en la mediación tienen el mis-
mo efecto que una sentencia judicial, es decir, gozan de la 
fuerza de cosa juzgada. Este efecto otorga a los convenios de 
mediación una seguridad y una autoridad comparables a las 
de una sentencia emitida por un tribunal, haciéndolos exigi-
bles y vinculantes para las partes involucradas.
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No obstante, la aplicación de la cosa juzgada en los 
convenios de mediación no está exenta de controversias, 
especialmente cuando se considera a la luz de los derechos 
humanos. Con la reforma constitucional de 2011 en México, 
se reforzó la obligación de los órganos jurisdiccionales de in-
terpretar y aplicar los derechos humanos en todas las etapas 
procesales. Esto ha llevado a cuestionar si los convenios de 
mediación, aunque revestidos de cosa juzgada, pueden ser re-
visados o anulados en casos donde se alega una violación de 
derechos fundamentales.

El presente artículo tiene como objetivo analizar cómo el 
principio de cosa juzgada se aplica a los convenios de media-
ción en la Ciudad de México, y cómo este principio interactúa 
con la protección de los derechos humanos. A través de la 
revisión de la legislación vigente y la jurisprudencia relevante, 
se explorará si el efecto de cosa juzgada en los convenios de 
mediación puede o debe ser limitado en casos donde los de-
rechos humanos estén en juego, como en situaciones de usura 
o explotación.

1.1.	 El efecto de cosa juzgada del convenio de mediación

La mediación surge como un mecanismo alternativo de 
solución de conflictos, donde a partir de la voluntariedad de 
las personas en conflicto se construyen acuerdos que se plas-
man dentro de un convenio de mediación.

En la Ciudad de México, de acuerdo con la Ley de Justicia 
Alternativa del Tribunal Superior de Justicia para el Distrito 
Federal, el servicio de mediación es implementado a través 
de los mediadores públicos del Centro de Justicia Alternativa 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, los secretarios 
actuarios adscritos a los juzgados y mediadores privados cer-
tificados por el mismo Centro de Justicia Alternativa. En 
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cualquiera de las opciones en que se administra el procedi-
miento de mediación, el efecto del convenio que se celebre 
tiene el efecto de cosa juzgada.

El artículo 38 de la Ley de Justicia Alternativa del Tribu-
nal Superior de Justicia para el Distrito Federal establece lo 
siguiente:

Artículo 38. El convenio celebrado entre los mediados 
ante la fe pública del Director General, Director o Subdi-
rector de Mediación actuante con las formalidades que 
señala esta Ley, será válido y exigible en sus términos y 
dicho pacto tendrá fuerza de cosa juzgada.

El convenio traerá aparejada ejecución para su exigi-
bilidad en vía de apremio ante los juzgados. La negativa 
del órgano jurisdiccional para su ejecución será causa de 
responsabilidad administrativa, excepto cuando el con-
venio adolezca de alguno de los requisitos señalados en 
el artículo 35 de la presente ley.

En el supuesto de incumplimiento del convenio en 
materia penal, quedarán a salvo los derechos del afecta-
do para que los haga valer en la vía y forma correspon-
dientes.

Surtirán el mismo efecto los convenios emanados de 
procedimientos conducidos por Secretarios Actuarios y 
mediadores privados certificados por el Tribunal que 
sean celebrados con las formalidades que señala esta Ley, 
y sean debidamente registrados ante el Centro en los tér-
minos previstos por esta Ley, el Reglamento y las Reglas, 
según corresponda.

Si el convenio emanado de procedimiento conducido 
por Secretario Actuario o mediador privado certificado 
por el Tribunal no cumple con alguna de las formalida-
des previstas en esta Ley, y esta es subsanable, se suspen-
derá el trámite de registro ante el Centro y se devolverá 
al Secretario Actuario o Mediador Privado, según corres-
ponda, para que subsane dichas formalidades, en caso 
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contrario se negará el registro y se iniciará el procedi-
miento de sanción correspondiente.

Por acuerdo de los mediados los convenios podrán 
ser anotados en el Registro Público de la Propiedad y del 
Comercio de conformidad con las leyes respectivas.

Es así como en los párrafos primero (Mediación Pública) 
y cuarto (Secretarios Actuarios y Mediadores Privados) del 
artículo 38 de la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Su-
perior de Justicia para el Distrito Federal se otorga el efecto 
de cosa juzgada al convenio emanado del procedimiento y 
cumpliendo con la formalidad que para cada tipo de media-
ción se requiere.

Dentro de las diversas posturas que existen para justifi-
car la naturaleza jurídica del convenio de mediación, la que ha 
tenido mayor arraigo es aquella que considera que el convenio 
de mediación surte como si fuera un convenio de transacción. 
Siguiendo esta lógica, en términos del artículo 2953 del Códi-
go Civil y del 426 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, se reconoce igualmente que el convenio de 
transacción tiene para las partes la misma eficacia de la cosa 
juzgada.

Ahora bien, la cosa juzgada es un principio jurídico fun-
damental que se refiere al carácter definitivo de una decisión 
judicial. En esencia, una vez que un tribunal ha dictado una 
sentencia definitiva sobre un asunto, esa decisión tiene auto-
ridad y no puede ser reexaminada o modificada por otros tri-
bunales o en futuros procesos relacionados con el mismo 
hecho o conflicto.

Este principio tiene dos aspectos clave:

1.	 Cosa Juzgada Formal: Se refiere a la estabilidad de 
la sentencia cuando ya no es susceptible de apelación 
o de otros recursos legales. En este sentido, la deci-
sión se considera firme y definitiva.
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2.	 Cosa Juzgada Material: Se refiere al efecto de la sen-
tencia en cuanto a los hechos y derechos que ha juz-
gado. Una vez que una sentencia ha sido dictada y se 
ha convertido en cosa juzgada, lo decidido en ella tie-
ne efectos vinculantes y definitivos sobre los hechos y 
derechos involucrados en el caso, lo que cual impide 
que se pueda reabrir el mismo asunto en otro juicio.

Este principio busca evitar la inseguridad jurídica y la 
multiplicidad de juicios sobre el mismo asunto, promoviendo 
la estabilidad y certeza en las relaciones jurídicas y en el sis-
tema de justicia.

El efecto de la cosa juzgada que se le da normativamente 
al convenio de mediación implica entonces que lo acordado 
tiene para las partes la fuerza de una sentencia y que no pue-
de llegar a ser reexaminada o modificada por un convenio o 
tribunal diverso. Lo anterior, con excepción de ciertas con-
troversias que por disposición de ley no causan estado, tales 
como alimentos, ejercicio y suspensión de la patria potestad, 
interdicción, jurisdicción voluntaria y todas aquellas que pre-
venga la ley, tal como lo reconoce el artículo 94 del Código de 
Procedimientos Civiles. Es de precisar que, por cuanto hace a 
la competencia en materia de mediación, los casos de excep-
ción sólo resultarían para alimentos, guarda y custodia, visi-
tas y convivencias; no así a las demás, dado que requieren 
resolución judicial.

Por ello, entonces un convenio de mediación tiene tal efi-
cacia que lo que ahí fue acordado no puede ser modificado.

1.2.	La firmeza de la cosa juzgada

Derivado de la reforma en materia de Derechos Humanos 
del 10 de junio del 2011, el constituyente permanente obligó 
a que los órganos jurisdiccionales realicen una nueva aplica-
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ción e interpretación de los Derechos Humanos dentro de las 
etapas procesales.

Esta obligación obligó a replantear la pregunta sobre si 
una sentencia definitiva que ha quedado firme puede no ser 
cuestionada por ser violatoria de un derecho humano.

Por ejemplo, en aquel caso donde se presentó una deman-
da con un pagaré con un interés del diez por ciento mensual, 
esto es, ciento veinte por ciento anual y que bajo la literalidad 
se termina condenando al pago de la suerte principal y al pago 
de los intereses a la tasa señalada. De manera que la ejecución 
de sentencia lo único que tendrá por objeto es materializar lo 
que en la forma ya fue condenado, es decir, que en ejecución 
sólo se realizarían operaciones aritméticas para liquidar di-
chos intereses, sin que sea posible cuestionar vía excepción la 
tasa condenada.

Anteriormente se había considerado que esto no era posi-
ble y que si la sentencia había quedado firme no había más 
excepción que la de cumplir por seguridad jurídica. Pero a par-
tir de las nuevas ponderaciones en materia de Derechos Huma-
nos, se han conformado las siguientes jurisprudencias:

Ejecución de sentencias que contienen conde-
nas usurarias. El equilibrio entre el derecho 
obtenido a través de la cosa juzgada y el dere-
cho humano de prohibición a la usura, sólo puede 
establecerse a través de un juicio de pondera-
ción que haga prevalecer el contenido del ar-
tículo 21, numeral 3, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, con la menor afecta-
ción posible a la institución de la cosa juzgada. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 132/2012 
(10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, 
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febrero de 2013, página 714, de rubro: “Interés usura-
rio en materia mercantil. Cuándo debe considerar-
se que existe y en qué momento procesal debe 
estudiarse.”, determinó que el análisis sobre la despro-
porcionalidad de intereses debía efectuarse dentro de la 
sustanciación del procedimiento de origen, excluyendo 
ese examen de manera natural de la etapa de ejecución 
de sentencia; sin embargo, con la emisión de las diversas 
jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 
(10a.), difundidas en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 
2014, páginas 400 y 402, y en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 ho-
ras, de títulos y subtítulos: “Pagaré. El Artículo 174, 
párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y ope-
raciones de Crédito, permite a las partes la libre 
convención de intereses con la limitante de que los 
mismos no sean usurarios. Interpretación conforme 
con la constitución [Abandono de la jurisprudencia 
1a./J. 132/2012 (10a.) y de la tesis aislada 1a. 
CCLXIV/2012 (10a.)].” y “Pagaré. Si el juzgador ad-
vierte que la tasa de intereses pactada con base en 
el artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General 
de títulos y Operaciones de Crédito es notoriamen-
te usuraria puede, de oficio, reducirla prudencial-
mente.”, respectivamente, la Primera Sala abandonó ese 
criterio, alterando sustancialmente el cómo y el cuándo 
debía proceder el operador jurídico a realizar el análisis 
usurario de la tasa de interés, dando pauta a inferir que 
la transgresión al derecho a no ser explotado previsto en 
el artículo 21, numeral 3 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, debe ser reparado en el mo-
mento en que se detecte o se encuentre. Tal plantea-
miento revela la existencia de un conflicto entre dos 
figuras de muy alto valor protegidas por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, como son la 
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institución de la cosa juzgada y el derecho a no ser explo-
tado a través de la usura, situación que lleva a la necesi-
dad de realizar un ejercicio de ponderación para 
establecer de acuerdo a los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, cuál es el alcance de cada uno de los 
derechos fundamentales para establecer, en el caso con-
creto, cuál de ellos debe prevalecer. La cosa juzgada sur-
ge de la necesidad lógica jurídica de que las controversias 
no queden sin determinación firme, inamovible, inmuta-
ble e inalterable, es una institución fundamental del de-
recho para dar certeza y seguridad a los litigios. Sin 
embargo, siempre se ha admitido la posibilidad de su re-
visión o cambio en ciertos casos excepcionales en que, la 
necesidad del valor de la justicia impera sobre la necesi-
dad del principio de certeza, esto es, cuando la violación 
a los derechos del ciudadano fuera de tal magnitud que 
de no atenderse provocaría que esa persona o la sociedad 
misma dejaran de creer en el sistema de justicia. El refe-
rido artículo 21, numeral 3, establece que queda prohibi-
da cualquier forma de explotación del hombre por el 
hombre, y una de éstas es la usura por virtud de la cual 
un acreedor se enriquece de manera excesiva y abusiva 
con los frutos civiles que produce el capital que prestó a 
su deudor, lo que vulnera un derecho humano ya que ata-
ca a la dignidad de la persona; de ahí que, al plantearse o 
advertirse una situación de esta naturaleza, los órganos 
jurisdiccionales están obligados a respetar el derecho 
fundamental del deudor a no ser explotado. Esa potestad 
debe considerarse por encima del derecho protegido a 
través de la institución de la cosa juzgada y estimarse 
como un caso de excepción a la inmutabilidad de una 
sentencia definitiva, pues de prevalecer un fallo dictado 
en esas condiciones se estaría cometiendo un acto de in-
justicia y de ilegalidad al permitir la ejecución de una 
condena en la cual se permitiría el detrimento excesivo 
del patrimonio de una persona al considerar legal una 
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condición usuraria a través del establecimiento de una 
tasa desproporcionada, por lo que en el caso concreto el 
derecho fundamental protegido por el citado artículo 21, 
numeral 3, resulta de mayor entidad a la institución de la 
cosa juzgada. Ahora bien, la ponderación entre principios 
será más benigna en la medida en que afecte negativa-
mente con menor eficacia, por un tiempo breve y con 
menor probabilidad a la norma o principio afectado, así 
como al bien jurídicamente tutelado, por tanto, la deter-
minación adoptada únicamente incidirá sobre el monto 
de la de tasa de interés a aplicar y no así sobre el derecho 
del acreedor a cobrar los intereses. De igual forma, este 
criterio no pretende otorgar la posibilidad a aquellos deu-
dores cuyo juicio se encuentra concluido y que han liqui-
dado el pago de un interés, bajo la aplicación de una tasa 
desproporcionada, para reabrir ese procedimiento, pues 
en esos casos debe considerarse que el patrimonio de la 
persona logró soportar esa carga, así como tampoco se 
busca reabrir casos en los cuales, incluso, el expediente 
podría encontrarse archivado por años al haberse agota-
do la materia del cumplimiento de la sentencia. Final-
mente, debe limitarse la aplicación de este criterio a 
aquellos asuntos en los que se hubiera omitido realizar el 
análisis sobre el tema de usura, pues en caso de que exis-
tiera un previo pronunciamiento en alguna otra instan-
cia judicial o en un amparo anterior, no será posible 
realizar un nuevo estudio sobre ese aspecto ya decidido.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
Amparo en revisión 65/2015. 26 de noviembre de 2015. Unanimi-

dad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos 
Ortiz Toro.

Amparo en revisión 172/2015. Arturo Jerónimo Ramírez Garduño 
y otra. 26 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Fran-
cisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos Ortiz Toro.

Amparo en revisión 61/2016. Instituto Politécnico Nacional, en 
representación del CECYT Número 10, Carlos Vallejo Márquez. 13 de 
abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sando-
val López. Secretaria: Laura Díaz Jiménez.
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Amparo en revisión 150/2015. Partido de la Revolución Democrá-
tica. 15 de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. 
Sandoval López. Secretaria: Martha Espinoza Martínez.

Amparo en revisión 91/2016. Gerardo Miguel López Cisneros. 15 
de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco 
Mota Cienfuegos. Secretario: Adolfo Almazán Lara.

Nota: Por ejecutoria del 4 de octubre de 2017, la Primera Sala de-
claró improcedente la contradicción de tesis 135/2017 derivada de la 
denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al 
existir la jurisprudencia 1a./J. 28/2017 (10a.) que resuelve el mismo 
problema jurídico.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se consi-
dera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2017, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013.

Registro digital: 2013545. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Déci-
ma Época. Materias(s): Constitucional, Civil. Tesis: I.3o.C. J/20 (10a.). Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo IV, 
página 2242. Tipo: Jurisprudencia.

Ejecución de sentencias que contienen condenas 
usurarias. El equilibrio entre el derecho obte-
nido a través de la cosa juzgada y el derecho 
humano de prohibición a la usura, sólo puede es-
tablecerse a través de un juicio de ponderación 
que haga prevalecer el contenido del artículo 
21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, con la menor afectación po-
sible a la institución de la cosa juzgada. La Prime-
ra Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
tesis de jurisprudencia 1a./J. 132/2012 (10a.), publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, pá-
gina 714, de rubro: “Interés usurario en materia mer-
cantil. Cuándo debe considerarse que existe y en 
qué momento procesal debe estudiarse.”, determinó 
que el análisis sobre la desproporcionalidad de intereses 
debía efectuarse dentro de la sustanciación del procedi-
miento de origen, excluyendo ese examen de manera na-
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tural de la etapa de ejecución de sentencia; sin embargo, 
con la emisión de las diversas jurisprudencias 1a./J. 
46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), difundidas en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, páginas 400 y 402, 
y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 
de junio de 2014 a las 9:30 horas, de títulos y subtítulos: 
“Pagaré. El artículo 174, párrafo segundo, de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, permi-
te a las partes la libre convención de intereses con 
la limitante de que los mismos no sean usurarios. 
Interpretación conforme con la constitución 
[Abandono de la jurisprudencia 1a./J. 132/2012 (10a.) 
y de la tesis aislada 1a. CCLXIV/2012 (10a.)].” y “Pa-
garé. Si el juzgador advierte que la tasa de intere-
ses pactada con base en el artículo 174, párrafo 
segundo, de la ley general de títulos y operaciones 
de crédito es notoriamente usuraria puede, de ofi-
cio, reducirla prudencialmente.”, respectivamente, la 
Primera Sala abandonó ese criterio, alterando sustan-
cialmente el cómo y el cuándo debía proceder el operador 
jurídico a realizar el análisis usurario de la tasa de inte-
rés, dando pauta a inferir que la transgresión al derecho 
a no ser explotado previsto en el artículo 21, numeral 3 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
debe ser reparado en el momento en que se detecte o se 
encuentre. Tal planteamiento revela la existencia de un 
conflicto entre dos figuras de muy alto valor protegidas 
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, como son la institución de la cosa juzgada y el 
derecho a no ser explotado a través de la usura, situa-
ción que lleva a la necesidad de realizar un ejercicio de 
ponderación para establecer de acuerdo a los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad, cuál es el alcance 
de cada uno de los derechos fundamentales para estable-
cer, en el caso concreto, cuál de ellos debe prevalecer. La 
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cosa juzgada surge de la necesidad lógica jurídica de que 
las controversias no queden sin determinación firme, 
inamovible, inmutable e inalterable, es una institución 
fundamental del derecho para dar certeza y seguridad a 
los litigios. Sin embargo, siempre se ha admitido la posi-
bilidad de su revisión o cambio en ciertos casos excepcio-
nales en que, la necesidad del valor de la justicia impera 
sobre la necesidad del principio de certeza, esto es, cuan-
do la violación a los derechos del ciudadano fuera de tal 
magnitud que de no atenderse provocaría que esa perso-
na o la sociedad misma dejaran de creer en el sistema de 
justicia. El referido artículo 21, numeral 3, establece que 
queda prohibida cualquier forma de explotación del hom-
bre por el hombre, y una de éstas es la usura por virtud 
de la cual un acreedor se enriquece de manera excesiva y 
abusiva con los frutos civiles que produce el capital que 
prestó a su deudor, lo que vulnera un derecho humano ya 
que ataca a la dignidad de la persona; de ahí que, al plan-
tearse o advertirse una situación de esta naturaleza, los 
órganos jurisdiccionales están obligados a respetar el de-
recho fundamental del deudor a no ser explotado. Esa 
potestad debe considerarse por encima del derecho pro-
tegido a través de la institución de la cosa juzgada y esti-
marse como un caso de excepción a la inmutabilidad de 
una sentencia definitiva, pues de prevalecer un fallo dic-
tado en esas condiciones se estaría cometiendo un acto 
de injusticia y de ilegalidad al permitir la ejecución de 
una condena en la cual se permitiría el detrimento exce-
sivo del patrimonio de una persona al considerar legal 
una condición usuraria a través del establecimiento de 
una tasa desproporcionada, por lo que en el caso concre-
to el derecho fundamental protegido por el citado artícu-
lo 21, numeral 3, resulta de mayor entidad a la institución 
de la cosa juzgada. Ahora bien, la ponderación entre prin-
cipios será más benigna en la medida en que afecte nega-
tivamente con menor eficacia, por un tiempo breve y con 
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menor probabilidad a la norma o principio afectado, así 
como al bien jurídicamente tutelado, por tanto, la deter-
minación adoptada únicamente incidirá sobre el monto 
de la de tasa de interés a aplicar y no así sobre el dere-
cho del acreedor a cobrar los intereses. De igual forma, 
este criterio no pretende otorgar la posibilidad a aquellos 
deudores cuyo juicio se encuentra concluido y que han 
liquidado el pago de un interés, bajo la aplicación de una 
tasa desproporcionada, para reabrir ese procedimiento, 
pues en esos casos debe considerarse que el patrimonio 
de la persona logró soportar esa carga, así como tampoco 
se busca reabrir casos en los cuales, incluso, el expe-
diente podría encontrarse archivado por años al haber-
se agotado la materia del cumplimiento de la sentencia. 
Finalmente, debe limitarse la aplicación de este criterio 
a aquellos asuntos en los que se hubiera omitido realizar 
el análisis sobre el tema de usura, pues en caso de que 
existiera un previo pronunciamiento en alguna otra ins-
tancia judicial o en un amparo anterior, no será posible 
realizar un nuevo estudio sobre ese aspecto ya decidido.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
Amparo en revisión 65/2015. 26 de noviembre de 2015. Unanimi-

dad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos 
Ortiz Toro.

Amparo en revisión 172/2015. Arturo Jerónimo Ramírez Garduño 
y otra. 26 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Fran-
cisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos Ortiz Toro.

Amparo en revisión 61/2016. Instituto Politécnico Nacional, en 
representación del CECYT Número 10, Carlos Vallejo Márquez. 13 de 
abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sando-
val López. Secretaria: Laura Díaz Jiménez.

Amparo en revisión 150/2015. Partido de la Revolución Democrá-
tica. 15 de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. 
Sandoval López. Secretaria: Martha Espinoza Martínez.

Amparo en revisión 91/2016. Gerardo Miguel López Cisneros. 15 
de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco 
Mota Cienfuegos. Secretario: Adolfo Almazán Lara.

Nota: Por ejecutoria del 4 de octubre de 2017, la Primera Sala de-
claró improcedente la contradicción de tesis 135/2017 derivada de la 



EFECTO DE COSA JUZGADA DEL CONVENIO DE MEDIACIÓN    33

denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al 
existir la jurisprudencia 1a./J. 28/2017 (10a.) que resuelve el mismo 
problema jurídico.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se consi-
dera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 2017, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013.

Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Registro digital: 2013545. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Déci-

ma Época. Materias(s): Constitucional, Civil. Tesis: I.3o.C. J/20 (10a.). Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo IV, 
página 2242. Tipo: Jurisprudencia.

Usura. Su análisis encuentra límite en la insti-
tución de la cosa juzgada. El derecho de propiedad 
se encuentra reconocido en el artículo 21.3 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos; por tanto, si 
bien el juzgador como una forma de protección a ese de-
recho, al advertir indicios de un interés excesivo o des-
proporcionado derivado de un préstamo, está obligado a 
analizar de oficio la posible configuración de usura y, de 
ser el caso, actuar en consecuencia, lo cierto es que, por 
seguridad y certeza jurídica, esa obligación necesaria-
mente encuentra límite en la institución de la cosa juzga-
da. Por ello, si bien al momento de emitir la sentencia 
correspondiente en cumplimiento a la obligación que se 
deriva del precepto convencional mencionado está obli-
gado a analizar de oficio la posible configuración de usu-
ra y, de ser el caso, actuar en consecuencia, lo cierto es 
que una vez que la sentencia respectiva queda firme, esa 
decisión es inmutable y debe ejecutarse en sus términos; 
por ello, aunque el análisis de la usura puede efectuarse 
mientras la sentencia que condena a su pago se encuen-
tre sub júdice, lo cierto es que una vez que la condena 
respectiva pierde esa característica y adquiere firmeza, 
necesariamente debe ejecutarse, pues ello es una conse-
cuencia del derecho de acceso a una justicia completa y 
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efectiva; de ahí que en la etapa de ejecución de la senten-
cia, el juzgador ya no puede introducir de manera oficio-
sa ni a petición de parte, el análisis de usura respecto de 
puntos o elementos que ya fueron determinados en la 
sentencia; y que por ende, constituyen cosa juzgada, por 
ello, la determinación que condenó al pago de los intere-
ses a una tasa específica en monto porcentual, debe con-
siderarse firme. Así, aunque los intereses se siguen 
devengando después de dictada la sentencia, ello no pue-
de conducir a considerar que el control de usura pueda 
efectuarse respecto de éstos, pues no debe perderse de 
vista que la condena al pago de los intereses conforme a 
la tasa pactada, no sólo abarca a los intereses que ya se 
devengaron, sino que además comprende todos aque-
llos que se sigan generando hasta que se cumpla con el 
pago de la suerte principal.

Contradicción de tesis 284/2015. Suscitada entre los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en 
Materia Civil del Cuarto Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, 
el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito, Tercer, Décimo Segundo y Décimo Tercer Tri-
bunales Colegiados, todos en Materia Civil del Primer 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Cir-
cuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de Mé-
xico. 22 de febrero de 2017. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Di-
sidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez.
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Criterios contendientes: El Segundo Tribunal Cole-
giado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 33/2015, el Tercer Tribunal Colegia-
do en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 72/2015, el Décimo Segundo Tribu-
nal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 310/2014 y el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 85/2015, esen-
cialmente determinaron que la finalidad de la figura ju-
rídica de cosa juzgada, la que prevalece en todo fallo, 
consiste en que exista certeza respecto de las cuestiones 
resueltas en los litigios, mediante la invariabilidad de lo 
fallado en una sentencia ejecutoriada y que se garantice 
el cumplimiento por las autoridades competentes de toda 
decisión judicial, lo cual constituye un derecho humano 
consistente en la seguridad jurídica, cuenta habida que 
los órganos jurisdiccionales nacionales se encuentran 
obligados a observar los diversos principios constitucio-
nales y legales, ante ello, no es legalmente procedente 
que en un incidente de liquidación de intereses morato-
rios, se analice lo relativo a la legalidad, constitucionali-
dad y convencionalidad de dichos intereses (usura), ya 
que en el fallo definitivo emitido en el juicio de origen 
quedaron precisadas las bases para la cuantificación del 
pago de los intereses respectivos, decisión que resulta 
inalterable, dado que la sentencia de fondo causó estado 
y, por ende, constituye cosa juzgada; similar criterio sos-
tuvieron: el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Ci-
vil del Décimo Sexto Circuito, al resolver los amparos en 
revisión 366/2014 y 84/2015, así como el Segundo Tribu-
nal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los amparos en revisión 389/2014 y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 173/2015.
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El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Pri-
mer Circuito, al resolver el amparo en revisión 57/2015 y 
el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México, al re-
solver el amparo en revisión 42/2015, resolvieron ampa-
rar y proteger al quejoso recurrente para el efecto de que 
la autoridad responsable dejara sin efectos la resolución 
emitida en una sentencia interlocutoria relativa a un in-
cidente de liquidación de intereses, al considerar que los 
intereses moratorios que fueron convenidos por las par-
tes tuvieron la voluntad de pactar una ganancia en favor 
del acreedor; por ello y no obstante que el monto resul-
tara usurario, lo justo y equitativo era reducir la tasa de 
intereses, de donde se advierte el criterio implícito con-
sistente en que en el amparo en revisión es posible ana-
lizar lo relativo a la usura respecto de los intereses 
pactados por las partes en el juicio de origen, aun cuando 
dichos intereses moratorios se fijaron en una sentencia 
definitiva que ya causó estado.

Tesis de jurisprudencia 28/2017 (10a.). Aprobada por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de cinco de abril de dos mil die-
cisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 57/2015, 
resuelto por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, derivaron las tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/13 (10a.), 
I.3o.C. J/18 (10a.) y I.3o.C. J/17 (10a.), de títulos y subtítulos: “Tasas 
de interés. Es válido acudir a las fijadas por el Banco de México, 
para establecer si las pactadas por las partes son desproporcio-
nadas o no.”, “Usura. El principio de seguridad jurídica imposibi-
lita eliminar los efectos de la sentencia respecto de los hechos 
anteriores a la cosa juzgada, pero sí permite anular los intere-
ses usurarios generados después de ésta, para reducirlos a una 
tasa equitativa y así lograr un equilibrio entre el citado princi-
pio, los de cosa juzgada y de prohibición de aquélla, de la manera 
más favorable a la persona.” y “Usura. En la etapa de liquidación 
de sentencia, cabe establecer una solución equitativa que armo-
nice el principio de cosa juzgada y el derecho de prohibición de 
aquélla.”, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 10 de julio de 2015 a las 10:05 horas y del viernes 27 de enero 
de 2017 a las 10:28 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial 
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de la Federación, Décima Época, Libros 20, Tomo II, julio de 2015, 
página 1619; y 38, Tomo IV, enero de 2017, páginas 2413 y 2415, res-
pectivamente.

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de 
criterios 172/2022 en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, des-
echada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de presi-
dencia de 20 de junio de 2022.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de agosto de 2017 a las 10:26 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se consi-
dera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de agosto de 2017, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013.

Registro digital: 2014920. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Mate-
rias(s): Constitucional, Civil. Tesis: 1a./J. 28/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación. Libro 45, Agosto de 2017, Tomo I, página 657. Tipo: 
Jurisprudencia.

Es así como con los criterios anteriores se confirma la 
obligación de que en ejecución de sentencia se siga previendo 
por el control de convencionalidad, aun cuando la sentencia 
definitiva haya alcanzado el carácter de cosa juzgada, esto 
siempre y cuando exista aún la posibilidad de cuestionar y la 
incidencia de ejecución no se encuentre firme, de lo contrario 
sí se tendrá que cumplir.

El Poder Judicial Federal reconoce en los criterios ante-
riores la fuerza viva y permanente de los Derechos Humanos 
y que existe la posibilidad de cuestionar el efecto de la cosa 
juzgada si es que éste afecta a aquellos.

1.3. 	El efecto de cosa juzgada en el convenio de mediación  
a la luz de los derechos humanos

En la Ciudad de México se consideró como un gran avan-
ce el efecto de cosa juzgada que lograba el convenio de media-
ción suscrito en términos de la Ley de Justicia Alternativa del 
Tribunal Superior de Justicia para el Distrito Federal y que 
por tanto los derechos sustantivos que se creaban reconocían 
o modificaban serían inmutables.



38    Lic. Miguel Francisco Jiménez Hernández

En ese orden de ideas, algunas financieras utilizaron este 
mecanismo alternativo de solución de conflictos para rees-
tructurar crédito bajo unas condiciones que en la especie 
transgredían los Derechos Humanos, y en particular lo dis-
puesto por el artículo 6 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

Lo anterior fue materia de cuestionamiento a través del 
proceso de Amparo y fue ahí donde se reconoció que el con-
venio de mediación, si bien es cierto se encontraba revestido 
por el efecto de cosa juzgada, éste no puede ir más allá de los 
Derechos Humanos y que, aun y cuando existió voluntariedad 
de las partes, el juzgador al que se le presente el convenio 
debía de llevar a cabo un control de convencionalidad y ana-
lizar las cuestiones pactadas en él, aún y cuando no haya ha-
bido excepción opuesta.

Lo anterior comenzó con el siguiente criterio del Poder 
Judicial Federal:

Convenios ante el Centro de Justicia Alternati-
va del Tribunal Superior de Justicia. No producen 
cosa juzgada, si contienen intereses usurarios. 
(Legislación aplicable en la Ciudad de México). La in-
terpretación gramatical, sistemática y doctrinal de la 
normativa rectora de los procedimientos de mediación 
previstos en la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal, aplicable en la 
Ciudad de México, en relación con el régimen del contra-
to de transacción, dado en el Código Civil para dicha 
entidad, conduce a determinar que la autoridad y eficacia 
de cosa juzgada entre las partes, que se dice otorgada a 
los convenios celebrados por los llamados mediados en 
dichos procedimientos, no impide que en la fase corres-
pondiente del proceso jurisdiccional de ejecución de tal 
acuerdo de voluntades, el Juez pueda y deba revisar, ex 
officio, si los intereses ordinarios o moratorios, pactados 
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en la relación jurídica original o en la transacción, con-
travienen el artículo 21, apartado 3, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, para definir si son 
usurarios, y que la parte ejecutada pueda plantear la 
cuestión como defensa. En efecto, la enunciación legal de 
que estos convenios tienen la eficacia de la cosa juzgada, 
no los identifica con las sentencias definitivas emitidas 
por tribunales judiciales en procesos jurisdiccionales, ya 
que los convenios están acotados por diversas e impor-
tantes limitaciones, dentro de las cuales, la primordial es 
que sólo pueden versar sobre los derechos privados dis-
ponibles de las partes, pero no sobre intereses o derechos 
de orden público, por ser éstos de carácter irrenunciable; 
de modo que esas convenciones, como actos de particu-
lares, son susceptibles de inexistencia jurídica, medular-
mente por falta de objeto lícito, y por otros motivos; 
también pueden ser nulos por las causas generales esta-
blecidas en la ley para los contratos, así como por las es-
pecíficas para la transacción, y no gozan de inmutabilidad, 
en cuanto pueden ser modificados o sustituidos por las 
partes por un nuevo acuerdo de voluntades, ante cual-
quier situación. De esto se sigue que las personas afecta-
das por alguna de dichas inconsistencias, estén en aptitud 
de oponerse jurídicamente a su contenido y exigibilidad, 
por los medios y en los casos en que resulte necesario, sin 
contravenir los limitados efectos similares a la eficacia 
de cosa juzgada de que están dotados. Esto es aplicable, 
si los convenios se traducen en afectación de derechos 
humanos de alguno de los suscriptores, porque son de 
orden público, indisponibles, irrenunciables, etcétera, 
por lo cual no pueden ser objeto de transacción, como 
por ejemplo, si las partes pactaron una tasa de interés 
que resulte contraventora del artículo 21, apartado 3, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por 
ser usurarios.

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.



40    Lic. Miguel Francisco Jiménez Hernández

Amparo en revisión 50/2016. 8 de septiembre de 2016. Mayoría de 
votos. Disidente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Po-
nente: Leonel Castillo González. Secretaria: Norma Leonor Morales 
González.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 
horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Registro digital: 2013508. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Déci-
ma Época. Materias(s): Constitucional, Civil. Tesis: I.4o.C.45 C (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 
2017, Tomo IV, página 2509. Tipo: Aislada.

Contratos mercantiles y convenios de mediación. 
En el juicio de amparo procede el estudio de la 
posible violación de derechos humanos en su ce-
lebración. Hechos: En un juicio ordinario mercantil, la 
institución de crédito fiduciaria reclamó el incumpli-
miento de un contrato de fideicomiso en garantía, en el 
que se otorgó para tal efecto un inmueble propiedad de 
la demandada.

El origen del adeudo es la suscripción de un pagaré 
entre la demandada y una persona jurídica; así, para co-
brar el adeudo del título de crédito, las partes celebraron 
un convenio de mediación, en el que la demandada reco-
noció el adeudo y se acordó que para efecto de pagar el 
mismo, se suscribiría un contrato de fideicomiso en el 
que se otorgaría un bien inmueble de su propiedad en 
garantía de pago.

La persona juzgadora del conocimiento declaró pro-
cedente la acción al no quedar demostrado que se pagó 
el adeudo y condenó a la entrega del citado bien inmue-
ble, dado que determinó que conforme al artículo 78 del 
Código de Comercio, las partes tenían libertad para 
contratar en los términos que estimaron procedentes. 
En apelación, esa determinación se confirmó por el Tri-
bunal Unitario de Circuito responsable. En el juicio de 
amparo directo la demandada hizo valer la inconstitu-
cionalidad e inconvencionalidad del artículo 78 del Códi-
go de Comercio, al estimar que es violatorio del derecho 
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fundamental a la dignidad humana y permite que se efec-
túe una explotación del hombre por el hombre, ya que las 
partes pueden pactar sin limitación alguna; asimismo, 
adujo que con lo determinado en la contienda de origen, 
se permitía esa vulneración a sus derechos humanos, 
pues se pretende que pague un adeudo con el inmueble 
cuyo valor aparentemente excede el monto de la deuda.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Cir-
cuito determina que en el juicio de amparo procede ana-
lizar la posible violación a derechos fundamentales en los 
contratos mercantiles, como el fideicomiso en garantía y 
en los convenios de mediación, estudiar que se respeten 
los principios rectores como de neutralidad, equidad y 
legalidad a la luz los del derecho humano a la dignidad 
para evitar la explotación del hombre por el hombre, en 
términos de los artículos 1o., tercer párrafo, de la Cons-
titución General y 21, numeral 3, de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos.

Justificación: Lo anterior, porque la permeabilidad 
de los derechos humanos ha ido avanzando en las rela-
ciones entre particulares. Este avance ha obedecido a la 
evolución de los derechos humanos, a la complejidad de 
las sociedades, a la necesidad de poner límites a las dis-
paridades y posiciones de poder claramente asimétricas 
que desdignifican a una de las partes —en un conve-
nio—, así como a que en la actualidad se cuenta con un 
marco constitucional adecuado que permite interpreta-
ciones más flexibles en las que puede buscarse el bienes-
tar de la persona, pero a partir de un enfoque integral 
con su entorno, en el que se respeten, asimismo, a las 
diversas especies de seres vivos y sus ecosistemas, por-
que éstas también tienen derecho a cohabitar en un mis-
mo planeta con el ser humano.

Así, los límites a las relaciones entre particulares y 
sujetarlas a los derechos humanos, ha sido un tema com-
plejo, porque se transita sobre el marco de las libertades 
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de manera que los contratos pueden ser sometidos a un 
escrutinio judicial, al poderse perpetrar asimetrías de 
poder o violaciones a derechos fundamentales, que en un 
Estado de derecho como lo es México, no pueden legiti-
marse.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
Amparo directo 335/2022. 21 de septiembre de 2022. Unanimidad 

de votos en cuanto a la constitucionalidad del artículo 78 del Código 
de Comercio; mayoría en cuanto al tema de la legalidad. Disidente: 
Sofía Verónica Ávalos Díaz. Ponente: Paula María García Villegas Sán-
chez Cordero. Secretaria: María Alejandra Suárez Morales.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 
10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Registro digital: 2027233. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undé-
cima Época. Materias(s): Común, Civil. Tesis: I.3o.C.68 C (11a.).

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, 
Septiembre de 2023, Tomo V, página 5464. Tipo: Aislada.

Si bien es cierto que en las obligaciones cada uno se obli-
ga en los términos que parece obligarse, también es cierto que 
la convencionalidad no puede transgredir a los Derechos Hu-
manos, pues éstos no son disponibles y por tanto el órgano 
jurisdiccional tiene la obligación de analizar que no haya una 
transgresión a ellos y por tanto de oficio deberá de actualizar 
la obligación a un margen de constitucionalidad.

Con el reconocimiento y limitante al efecto de la cosa juz-
gada se logra un mayor cumplimiento al principio de legali-
dad al que están sujetos todos los mediadores y que el hecho 
de que se celebre un convenio ante su fe no implica que pue-
dan acordar cuestiones fuera del orden constitucional y del 
respeto a los Derechos Humanos.

2. Conclusiones

El análisis del efecto de cosa juzgada en los convenios de 
mediación, en el contexto del sistema legal de la Ciudad de 
México, revela un equilibrio complejo entre la estabilidad ju-
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rídica y la protección de los derechos humanos. La legislación 
mexicana otorga a los convenios de mediación una fuerza si-
milar a la de una sentencia judicial, lo que garantiza que los 
acuerdos alcanzados en estos procesos sean definitivos y vin-
culantes. Sin embargo, este principio de cosa juzgada no es 
absoluto.

La reforma constitucional de 2011 en materia de derechos 
humanos ha reconfigurado el marco jurídico mexicano, obli-
gando a los tribunales a considerar y proteger dichos derechos 
los derechos humanos incluso después de que una sentencia 
ha causado estado. Este enfoque ha llevado a la jurisprudencia 
a reconocer que, en ciertos casos, como aquellos que involu-
cran usura, el principio de cosa juzgada debe ceder ante la 
necesidad de salvaguardar derechos fundamentales.

La jurisprudencia revisada destaca que los convenios de 
mediación pueden ser cuestionados si contienen elementos 
que violan derechos humanos, como tasas de interés usura-
rias. Esto demuestra que el control de convencionalidad se 
erige como un mecanismo esencial para garantizar que los 
acuerdos no sólo sean legalmente válidos, sino también justos 
y equitativos.

En definitiva, aunque la cosa juzgada otorga seguridad 
jurídica, su interacción con los derechos humanos exige una 
interpretación flexible y dinámica que permita corregir posi-
bles injusticias. Este enfoque asegura que el sistema de justicia 
no sólo preserve la estabilidad, sino que también evolucione 
para proteger los derechos de las personas en contextos de 
mediación y más allá.
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